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Tribunal  Oral  en  lo  Criminal

Federal  N°2  Causa  Nro.  2829-

“BENITEZ,  Sergio Alejandro y

otra/os s/ inf. art. 266 CPN” 

Reg. de Interlocutorios nro. 

///nos Aires, 12 de marzo de 2025. 

AUTOS:

Para  resolver  en  el  marco  de  la  presente  incidencia

formada  en  el  marco  de  la  causa  nro.  2829  caratulada  “Benítez,

Sergio Alejandro y otros s/ Inf. Art. 266 CPN” del registro de este

Tribunal Oral en lo Criminal Federal Nro. 2, respecto de los planteos

de prescripción de la acción penal interpuestos por las defensas de

Sergio Alejandro Benítez y Patricia Verónica Ojeda.

VISTOS: 

I. Conforme se desprende del requerimiento de eleva-

ción a juicio formulado por el acusador de la anterior instancia (fs.

470/480), se le reprocha a Sergio Alejandro Benítez junto con German

Enrique Sapia, el haber solicitado en representación de la Directora de

Sumarios de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la ANMAT, Patri-

cia Verónica Ojeda, la suma de $60.000 a Gladys Cristina Sauro -So-

cia Gerente de “Surgery Implant SRL”-, el día 7 de agosto de 2013 en

el inmueble sito en la Av. Rivadavia nro. 3984, piso 10°, dto. “H”, a

cambio de frenar un sumario administrativo que se había cursado en

contra  de  la  empresa  mencionada  por  presunta  infracción  a  la  ley

16.463 y de evitar así una denuncia penal. 

Asimismo, se le imputa a Ojeda el haber solicitado, por

intermedio  de  Sapia  y  de  Benitez -en  su  carácter  de  Directora  de

Sumarios de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la ANMAT-, la

suma de $60.000 a Gladys Cristina Sauro -Socia Gerente de “Surgery

Implant SRL”-, el día 7 de agosto de 2013, en el inmueble sito en la

Av. Rivadavia n° 3984, piso 10°,  dto. “H”, a cambio de frenar un
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sumario administrativo que se había cursado en contra de la empresa

mencionada por presunta infracción a la ley 16.463 y de evitar así una

denuncia penal.

Según el representante del Ministerio Público Fiscal,  el

accionar  encontraría  adecuación  típica  en  el  delito  previsto  y

reprimido en el artículo 266 del Código Penal.

II. El Dr. Francisco José D’Albora, defensor particular

de Sergio Alejandro Benítez,  solicitó la extinción de la acción por

prescripción en virtud de haber operado los plazos establecidos en el

ordenamiento legal y, en consecuencia, el sobreseimiento de su asisti-

do (art. 336, inc. 1º CPP).

Expresó  que  “la  acción  penal  seguida  contra  Sergio

Alejandro BENITEZ en la presente causa se encuentra prescripta por

haber transcurrido, desde el auto de la citación a juicio (art. 354 del

CPPN) la friolera de casi siete (7) años”. 

Subsidiariamente, requirió que “se declare extinguida la

acción  penal  por  insubsistencia  de  la  acción  penal  al  haberse

vulnerado,  ostensiblemente,  la  garantía  de  plazo  razonable  de

duración del proceso” y, en consecuencia, se dicte el sobreseimiento

del imputado en los términos indicados.

Respecto del primer planteo dijo que “En este expediente

se citó a juicio conforme el art.  354 del CCPN el 14 de marzo de

2018, y con fecha 9 de mayo de 2018, se proveyó la prueba ofrecida

por las partes. Con fecha 6 de agosto de 2019, se ordenó agregar los

oficios recibidos desde la Administración Nacional de Medicamentos,

Alimentos  y  tecnología  Médica  (Anmat)  y  se  tuvo por  cumplida  y

completa  la  instrucción  suplementaria.  Desde  ese  entonces  han

transcurrido nada más y nada menos que cinco años y siete meses”.

Agregó  que  “En  consecuencia,  no  surge  ninguna

actuación en la que de forma objetiva la coimputada Patricia Ojeda

haya  influido  o  podido  influir,  en  el  normal  desenvolvimiento  del

proceso. Circunstancia, esta última, que desarticula cualquier intento
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de sostener  la operatividad de la norma que suspende el  plazo de

prescripción,  basada  en  la  presunción  iuris  tantum  de  que  el

funcionario público puede influir en la pesquisa”.

Expuso que “teniendo en cuenta que desde hace 7 años

la  causa  fue  elevada  a  juicio,  las  características  del  cargo  que

ostentaría  la  coimputada  Patricia  Ojeda  y  la  ausencia  de  indicio

alguno  de  influencia  por  su  parte  para  perjudicar  el  ejercicio

adecuado de la acción penal durante todo el desarrollo de la causa,

habilitan a sostener que la operatividad de la suspensión de la acción

penal se encuentra seriamente comprometida (mucho más si se tiene

en cuenta que la propia Ojeda fue la promotora del proceso ante la

justicia federal a través de una autodenuncia)”.

Con  relación  al  segundo  planteo  dijo  que  “Nuestra

Constitución  Nacional  establece  una  garantía  a  obtener  un

pronunciamiento judicial sin dilaciones indebidas derivada del art. 18

y de tratados internacionales con igual jerarquía (arts. 7º, inc. 5º, y

8º, inc. 1º, CADH y 14, ap. 3, inc. c) PIDCP)”.

Además,  explicó  que  “mucho  antes  de  su  expresa

incorporación a la  Constitución Nacional,  el  derecho  invocado ya

había sido reconocido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación

al  interpretar  los  principios  de  progresividad  y  preclusión  como

instrumentos  procesales  concretos  destinados  a  evitarla  duración

indeterminada de los juicios”.

Agregó que “la causa se inició el 7 de octubre de 2013

cuando la coimputada Patricia Ojeda se presentó ante la oficina de

sorteos  de  la  Cámara  Federal,  a  los  fines  de  efectuar  una

autodenuncia.  Dos  días  después,  el  representante  del  Ministerio

Público efectuó el necesario requerimiento de instrucción y solicitó la

producción de medidas de prueba”.

Y que  “dicha prueba y otra ordenada a instancias del

propio  juzgado,  fue  desarrollada  de  la  forma  y  al  ritmo  en  que

normalmente se llevan a cabo en el fuero federal penal de la Ciudad

de Buenos Aires, y con fecha 22 de septiembre de 2016 se convocó a
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prestar  declaración  indagatoria  al  defendido  Benítez,  a  la

denunciante Patricia Ojeda y al Sr. Germán Sapia”

Luego, explicó todas las medidas llevadas adelante por el

Tribunal. Agregó que  “además tenerse en cuenta que todavía resta

por  realizar  [el]  debate  oral  y  público  y,  de  acuerdo  a  lo  que  el

Tribunal resuelva, faltaría que las partes hagan uso de sus derechos

recursivos para acudir en su oportunidad ante la Cámara Federal de

Casación Penal y la Corte Suprema de Justicia de la Nación”.

Finalmente,  dijo  que  “la  situación  se  torna  aún  más

gravosa si se tiene en cuenta la innegable restricción de la libertad

ambulatoria  a  la  que  desde  hace  años  se  encuentra  sometido  el

defendido,  en  función de  la  prohibición de salida  del  país  vigente

desde el auto de procesamiento del 7 de marzo de 2017”;  como así

también  que  “debe  hacerse  mérito  de  la  evidente  afectación  al

derecho  a  la  propiedad  al  tener  que  soportar  el  defendido  un

embargo sobre sus bienes durante todo este tiempo”.

Concluyó  que  “surge  evidente  que  la  eventual

complejidad del  asunto y la actividad procesal  de los imputados –

restantes  parámetros  a  tener  en  cuenta-  en  nada  incidieron  para

justificar esta aberrante violación a la garantía del plazo razonable”.

III. Con  fecha  11 de  marzo  ppdo.,  el  Dr.  Gabriel

Abboud -defensor  de la imputada Ojeda- adhirió  a  los planteos de

prescripción de la acción penal como así también al planteo subsidia-

rio de extinción de la acción por vulneración del plazo razonable.

En primer lugar indicó que  “más allá de la ajenidad de

mi defendida en orden al hecho endilgado, se impone que se pondere

si deviene viable proseguir, a su respecto, estas actuaciones. Ocurre

que, a diferencia del proceso civil, basta la mera noticia adquirida

por el juzgador acerca del posible impedimento deparado por el mero

transcurso del tiempo, para que -aún sin formal requerimiento- deba

encararse  tal  circunstancia.  La redacción  anterior  del  art.  67  CP

establecía en su párrafo cuarto que “La prescripción se interrumpe
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por la comisión de otro delito o por secuela de juicio. De esa manera

el legislador dejó en manos del Poder Judicial la interpretación del

concepto secuela de juicio a los fines de la prescripción de la acción

penal. Diversas fueron las significaciones asignadas a dicho término,

pero puede decirse que, en lo que hace a la etapa de instrucción,

existió  cierto  consenso sobre  cuáles actos  procesales  tenían efecto

interruptivo.  Se consideraba que constituían actos idóneos para la

interrupción  de  la  prescripción  penal  el  llamado  a  prestar

declaración indagatoria, el auto de procesamiento y el requerimiento

fiscal de elevación a juicio”

Agregó que “sin embargo, mediante Ley 25.990 (Boletín

Oficial del 11/I/2005) se modificó el párrafo cuarto del art. 67 CP por

el  siguiente:  “La prescripción se  interrumpe solamente  por:  a)  La

comisión  de  otro  delito;  b)  El  primer  llamado  efectuado  a  una

persona, en el marco de un proceso judicial, con el objeto de recibirle

declaración indagatoria; c) El requerimiento acusatorio de apertura

o  elevación  a  juicio,  efectuado  en  la  forma  que  lo  establezca  la

legislación procesal correspondiente; d) El auto de citación a juicio o

acto procesal equivalente; y e) El dictado de sentencia condenatoria,

aunque la misma no se encuentre firme”.

Y que  “de esta forma el legislador eliminó el concepto

genérico secuela de juicio que dejaba librado al Poder Judicial en su

interpretación  y  estableció  en  forma taxativa  cuáles  son  los  actos

procesales  que tienen la  virtualidad de  interrumpir  el  curso  de  la

prescripción.  La  intención  es  evidente:  brindar  mayor  seguridad

jurídica  a  los  justiciables.  Así,  quedó  eliminado  el  auto  de

procesamiento  (art.  306  CPP)  como  acto  procesal  interruptivo,

criterio que había sido fijado por la jurisprudencia con fundamento

en la antigua redacción del art. 67 CP. Exégesis que no tiene más

cabida según el criterio taxativo (“...solamente...”) establecido por el
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legislador  mediante  la  reforma  de  la  Ley  25.990.  En  síntesis:  no

puede haber más actos interruptivos que los establecidos en la nueva

redacción del párrafo cuarto del art. 67 CP.”

Luego, indicó que “los únicos actos interruptivos –en la

etapa  de  debate-  son  el  auto  de  citación  a  juicio  y  la  sentencia

condenatoria no firme”.

Expuso  a  continuación  que  “al  haber  tomado

conocimiento del planteo efectuado por la defensa de Benítez, en el

que se solicitó se declare prescripta la acción en esta causa por haber

operado en exceso el plazo máximo de la pena prevista en el art. 266

del Código Penal (4 años)  desde  el  último acto con capacidad de

interrumpir  la  prescripción  -a  saber:  el  auto  de  citación  a  juicio

previsto en el art. 354 del CPP de fecha 14 de marzo de 2018 (siete

años)-, vengo a adherir en todos sus términos a lo allí consignado,

solicitando se haga lugar a dicho planteo, y que se lo haga extensivo

a mi defendida, Patricia Ojeda.

Y que “desde el 6 de agosto de 2019 momento en el que

se ha tenido por cumplida y completa la instrucción suplementaria,

han pasado cinco años y siete meses,  sin que pueda sostenerse de

ninguna forma que resulte constitucionalmente aceptable, que pueda

resultar  de  aplicación  el  segundo  párrafo  del  art.  67  del  Código

Penal”.

Adicionó que “sostener la operatividad, por el contrario,

contraviene  de  forma  evidente  la  verdad  material  recogida  en  el

expediente.  En  estos  últimos  cinco  años  y  siete  meses,  no  existe

siquiera una presunción de influencia que la defendida Ojeda pueda

haber  ejercido  para  entorpecer  o  cambiar  el  derrotero  de  esta

investigación”.

Además, estimó que “debe meritarse muy especialmente

la  circunstancia  de  que  la  presente  causa  tuvo  su  origen  en  una
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denuncia realizada por mi defendida, en cabal cumplimiento de sus

deberes como funcionaria pública. En cuanto tomó conocimiento del

contenido de la presentación realizada ante el organismo para el que

presta  funciones,  se  dirigió  a  la  mesa  de  entradas  de  la  Cámara

Federal de Apelaciones, y radicó la pertinente denuncia a fin de que

se la investigue.  Su conducta es entonces,  muestra elocuente de su

compromiso con la averiguación de la verdad jurídica objetiva”.

Agregó  que  “supletoriamente,  también  adhiero  al

planteo  realizado  por  la  defensa  de  Benítez,  en  cuanto  solicitó  se

declare extinta la acción por violación a la garantía constitucional

del plazo razonable de duración del proceso (arts. 18 CN , 7º, inc. 5º,

y 8º, inc. 1º, CADH y 14, ap. 3, inc. c) PIDCP), al haber transcurrido

casi 12 años desde el inicio de la causa, sin que dicha demora pueda

ser imputada a las partes, ni a su actividad en el proceso”.

Finalmente,  requirió que  “a fin  de evitar un dispendio

jurisdiccional  innecesario,  encarezco  se  suspenda  la  audiencia  de

debate  hasta  tanto  se  resuelva  definitivamente  las  cuestiones

planteadas”.

IV. Luego, se corrió vista al representante de la vindic-

ta pública. El Dr. José M. Ipohorski Lenkiewicz opinó que no debe

hacerse lugar a la pretensión de las defensas.

Con relación al primero de los planteos recordó que  “el

artículo  67  del  CP  establece,  en  su  segundo  párrafo,  que  ‘[l]a

prescripción también se suspende en los casos de delitos cometidos en

el  ejercicio  de  la  función  pública,  para  todos  los  que  hubiesen

participado, mientras cualquiera de ellos se encuentre desempeñando

un cargo público’”. 

Agregó que  “tal  el  caso,  ya  que  la  imputada Patricia

Ojeda  revistió  esa  calidad  al  momento  de  los  hechos  (era,

recordemos, la Jefa de Sumario de la Dirección de Asuntos Jurídicos

de la ANMAT); y también la reviste en la actualidad, toda vez que
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continúa  desempeñando  funciones  en  esa  Administración,  con  el

cargo de Coordinadora de Sumarios”.

A su  vez,  hizo  referencia  a  la  jurisprudencia  citada  y

argumentaciones  efectuadas  por  las  partes,  oportunidad  en  la  cual

indicó  que  “tal  como  indicó  la  defensa,  la  causal  de  suspensión

prevista  analizada  se  relaciona  con  la  posibilidad  de  que  el

funcionario  involucrado  pueda  ejercer  influencias  o  realizar  actos

que pudieran obstaculizar el ejercicio de la acción penal (…) Como

es fácil advertir, el punto está en la posibilidad de que ello suceda y

no, como pretende la defensa, en la  ´ausencia de indicio alguno´ de

que hubiera sucedido”. 

En  este  sentido,  insistió  en  que  “el  caso  está  en

determinar si, en ejercicio de sus funciones, Patricia Ojeda tuvo o

tiene la posibilidad de entorpecer  la actuación de la ley penal;  la

respuesta es afirmativa”.  Ello por cuanto  “el hecho investigado en

esta causa se relaciona con la tramitación de un sumario en el ámbito

de  las  atribuciones  de  control  de  la  ANMAT,  donde  Ojeda  se

desempeñaba con el cargo de Jefa de Sumarios; mismo cargo que,

por lo demás,  sería el  que le proporcionó la posición,  jerarquía y

facultades necesarias  para cometer el  delito que prima facie  se  le

atribuye”. 

Añadió que  “la interpretación sostenida por la defensa

de  Benítez,  asume  que  debe  analizarse  si  quien  ejerce  un  cargo

público tuvo o no influencia sobre el  ejercicio de la acción penal,

para tornar aplicable esta causal de suspensión de la acción penal.

Pero si nos atenemos a la lectura de la norma, se advierte que dicha

causal de suspensión no está condicionada ni requiere la acreditación

de ningún otro extremo, más que el establecimiento del dato objetivo

del ejercicio de un cargo público, como sucede en este caso”. 

Respecto del planteo subsidiario introducido para que se

declare  extinta  la  acción  penal  en  virtud  de  haberse  vulnerado  la

garantía constitucional a obtener un pronunciamiento judicial en un

plazo razonable, entendió que  “si bien, en abstracto, el  trámite del
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proceso ha demandado un lapso prolongado, lo cierto es que el mero

transcurso  del  tiempo  no  configura  un  factor  que  pueda  ser

considerado  dirimente;  máxime,  teniendo  en  cuenta  las

particularidades concretas que exhibe el caso,  en el cual,  como se

expuso previamente, se encuentra imputada una persona que reviste

una calidad especial que suspende el curso de la prescripción de la

acción penal”.

En esa dirección, luego de realizar una descripción de los

distintos actos procesales llevados a cabo en esta causa, destacó que

“luego  de  realizar  una  lectura  integral  de  todos  los  sucesos  que

acontecieron en el caso, se advierte con claridad que su prolongación

no puede ser calificada como irrazonable, toda vez que los intervalos

de tiempo que operaron entre los distintos actos procesales responden

a  circunstancias  propias  de  la  sustanciación  del  proceso  y  de  la

habitual labor jurisdiccional”. 

Advirtió que  “los períodos más prolongados de tiempo,

operados  entre  los  distintos  grados  de  avance  de  la  pesquisa,  se

dieron en dos momentos:  a)  Entre el  requerimiento  de instrucción

(art. 188, CPPN) y las citaciones en los términos del artículo 294 del

mismo cuerpo normativo, donde transcurrieron menos de 3 años en

producir las medidas probatorias del caso; dicha labor, como afirmó

el propio letrado, “fue desarrollada de la forma y al ritmo en que

normalmente se llevan a cabo” en este fuero. b) Entre la suspensión

de la audiencia de debate -otrora fijada para el  11 de febrero  de

2020- y la actualidad, donde transcurrieron poco más de 5 años que,

como también reconoció el letrado, fueron signados por el comienzo

de la pandemia global vinculada al Covid-19, que desafió de manera

innegable el normal desenvolvimiento de la labor judicial”. 

Mencionó que  “ya se había fijado una fecha de inicio

para el desarrollo del debate oral y público, y debió ser suspendida

por la emergencia sanitaria que paralizó al mundo entero”, y que

“las  medidas  llevadas  a  cabo  en  dicho  período  (actualización  de

antecedentes  y  pedidos  de  informes  a  la  ANMAT),  que  la  defensa
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intenta signar de superfluas, resultaban determinantes para el avance

de la pesquisa, a los fines de fijar una nueva fecha en los términos del

artículo 359 del CPPN”.

Finalizó  aseverando  que “en el  caso  no se  aprecia  la

existencia  de  dilaciones  indebidas  como  así  tampoco  de  una

irracional duración del proceso que pueda dar lugar a la aplicación

de  la  excepcionalísima  doctrina  invocada  por  la  contraparte;

máxime, si tenemos en cuenta que se encuentra fijada la fecha para el

inicio del debate, para el próximo 13 de marzo de este año, a partir

del cual, sin lugar a dudas, se arribará a un pronunciamiento que,

definiendo  la  situación  de  los  imputados  frente  a  la  ley  y  a  la

sociedad, pondrá fin a la situación de incertidumbre que actualmente

pesa a su respecto”. 

Por lo demás, entendió que “en el presente caso no se ha

vulnerado la garantía a ser juzgado en un plazo razonable y, por lo

tanto,  la  acción penal  no  se  encuentra  prescripta  en  los  términos

subsidiariamente requeridos”.

Por  último,  en  respuesta  a  la  vista  conferida  ante  la

adhesión  de  la  defensa  de  Ojeda,  el  titular  de  la  acción  penal

consideró que no incorporaba elementos novedosos distintos de los

expuestos por el Dr. D’ Albora y se remitió a su dictamen.

Y CONSIDERANDO:

I. En coincidencia con los fundamentos expresados por el

representante  fiscal  -los  cuales  sucintamente  hemos  aquí  citado-,

hemos de rechazar el planteo realizado por las defensas de Benítez y

Ojeda.

En primer lugar, recordemos la imputación que enfrentan

quienes revisten en este legajo el carácter de encausados. Así, se les

atribuye el art. 266 del CP por considerar el Fiscal de instrucción que

Ojeda, aprovechándose de su condición de funcionaria pública, abusó

de su cargo para, por intermedio de Sapia y Benítez, solicitar a Gladys

Sauro y a su socio Alejandro Gessuiti el pago de una dádiva por la

suma de sesenta mil pesos ($60.000), a cambio de no iniciar, o en su
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defecto,  detener  el  trámite  de  un  sumario  administrativo  y  una

posterior denuncia penal en la Dirección a su cargo.

Conforme  el  art.  62  inc.  2  del  CP  la  acción  penal

prescribe a los 4 años, interrumpiéndose según los actos que establece

el 67 del mismo cuerpo legal, el cual además  establece en el segundo

párrafo que  “la prescripción  también se  suspende en los casos  de

delitos cometidos en el ejercicio de la función pública, para todos los

que hubiesen participado, mientras cualquiera de ellos se encuentre

desempeñando un cargo público”.

De tal suerte, a la luz de la imputación que se ventila en

autos, se advierte que la norma contempla justamente el presente caso,

toda vez que Ojeda reviste la calidad de funcionaria pública con el

cargo  de  Coordinadora  de  Sumarios  de  la  ANMAT  -ver  nota

incorporada digitalmente con fecha 4 de marzo de 2024-.

En este sentido, la pretensión de la defensa de Benítez, a

la que luego adhirió la de Ojeda, luce a todas luces improcedente al

exigir un elemento que la ley no contempla (una pesquisa a fines de

evaluar si la persona con cargo público utilizó de manera efectiva su

función para obstaculizar o de algún modo perjudicar el desarrollo de

la acción penal en su contra. Circunstancia que, como hemos dicho,

no demanda la ley y poco trabajo le habría dado al legislador de haber

tenido la voluntad de incluir tal requisito en la misma fórmula cuando

incorpora el segundo párrafo del art. 67 del CP. 

Así lo ha entendido este tribunal en otras causas en las

que, de modo similar, se hallaba en juego la aplicación del segundo

párrafo  del  art.  67  del  CP  (ver  causa  nro.  2735,  lex  nro.

8914/2013/TO1, caratulada “PÉREZ, A. D. y otros s/ inf. art. 144 bis,

inc. 1ro.  del  CP, resuelta el  26/11/2024; causa nro. 2500/2765, lex

nro. 9310/2009/TO1, caratuladas “RODRÍGUEZ, S. D. y otro s/ inf.

art. 277 inc. 1° apartado ´a´ e inciso 3° apartado ´d´ y art. 293 del CP”

resuelta el 20/08/2020; causa nro.  2294, lex CFP 2818/2006/TO1/21

caratulada “GARIALDE, J.A. y otros s/ inf. art. 292 del CP, resuelta

el 29/12/2020; entre otras). 
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 II. En  cuanto  a  la  duración  que  viene  llevando  el

proceso, el cual la defensa acusa de irrazonable, cabe recordar que la

Corte Suprema de Justicia de la Nación, al abordar el examen sobre la

garantía en estudio, señaló que “… la duración del plazo razonable

depende en gran medida de diversas circunstancias propias de cada

caso,  por lo que no puede traducirse  en número de días,  meses o

años…” (cfr. CSJN, “Barra, Roberto Eugenio Tomás s/defraudación

por administración fraudulenta”, Causa n° 2053, reta 9/03/2004, voto

del Dr. Vázquez, Fallos 327:327).

 En tal sentido, vale traer a la memoria que estos obrados

tuvieron su inicio el día 7 de octubre de 2013 a raíz de la denuncia

efectuada  por  Patricia  Verónica  Ojeda.  Cumplidos  que  fueran  la

totalidad de los actos procesales y luego de haberse radicado la causa

en este tribunal, se citó a juicio en los términos del art. 354 del código

de forma con fecha 14 de marzo de 2018. 

Posteriormente,  tras  completarse  las  diligencias

ordenadas  en  el  marco  de  la  instrucción  suplementaria  dispuesta

(6/8/2019), se fijó audiencia de debate oral para el día 15 de mayo del

2020, la que debió ser dejada sin efecto con motivo de la pandemia

Covid 19.

Así, tras haberse suspendido la audiencia por cuestiones

inherentes  al  funcionamiento  del  tribunal,  bajo  el  contexto  de  las

dificultades  atravesadas  por  la  irrupción  de  la  Pandemia  de

“COVID19”  -cuyos  alcances  e  implicancias  son  de  público

conocimiento-,  previa  certificación  de  antecedentes  de  la/los

encausada/os y tras cotejar que la acusada Ojeda continuara prestando

funciones en el organismo en cuestión, se fijó finalmente audiencia de

debate oral y público en los términos del art. 359 del código de forma

para el día 13 de marzo próximo.

En tal  sentido,  la normalización de la agenda de

juicios  del  tribunal  exigió  una  reformulación  teniendo  en  cuenta

criterios  de  prioridad  según  las  características  particulares  de  cada
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proceso  y  de  cada  persona  imputada,  sin  perjuicio  de  lo  cual  la

demora acaecida no aparece como irrazonable.

Por todo lo expuesto, estimamos que las razones alegadas

por la defensa aparecen insuficientes para declarar la insubsistencia de

la acción penal. 

III. Finalmente, respecto del pedido de suspensión

del debate, atento lo aquí resuelto y toda vez que el desarrollo del

juicio oral que comenzará el día de mañana implicará una solución

definitiva  sobre  la  situación  de  incertidumbre  que  pesa  sobre  las

personas acusadas,  no corresponde hacer lugar al  planteo,  más aún

cuando  éste  aparece  como  manifiestamente  dilatorio  atento  al

momento de su introducción.

De este modo, como consecuencia de las consideraciones

expuestas, el Tribunal entiende y así;

 RESUELVE: 

I.NO HACER LUGAR a la excepción de prescripción

de la  acción penal  planteada por  las  defensas  de  Sergio Alejandro

Benítez y de Patricia Verónica Ojeda,  SIN COSTAS (arts. 62 y 67

del CP y 530 y 531 del CPPN).

II. NO HACER LUGAR a la excepción de extinción de

la  acción  penal  por  plazo  razonable  planteada  por  las  defensas  de

Sergio  Alejandro  Benítez  y  de  Patricia  Verónica  Ojeda,  SIN

COSTAS (art. 18 de la Constitución Nacional; 8.1 de la Convención

Americana sobre Derechos Humanos; 14.3 del Pacto Internacional de

Derechos Civiles y Políticos; 339“a contrario sensu”, 530 y 531 del

CPPN)

III. NO HACER LUGAR al pedido de suspensión de la

audiencia de debate dispuesta para el día 13 de marzo de 2025.

IV.  Regístrese; y notifíquese al Fiscal de Juicio y a los

defensores particulares mediante cédulas electrónicas.
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Ante mí:

En la misma fecha se cumplió con lo ordenado. Conste.
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